Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata. Nulidad de Resolución. Movimiento Anual Docente. Traslados.

Con fecha 1 de abril de 2009, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en la causa n° 3844-M PEREZ ANA MARIA C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES (DIRECCION GRAL. DE CULTURA Y EDUCACION) S/ NULIDAD DE RESOLUCION”, resolvió rechazar el recurso de apelación interpuesto en autos por la parte demandada y confirmar el pronunciamiento impugnado en cuanto ha sido motivo de agravio.

CAUSA Nº 3844-M CCALP “PEREZ ANA MARIA C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES (DIRECCION GRAL. DE CULTURA Y EDUCACION) S/ NULIDAD DE RESOLUCION”

En la ciudad de La Plata, a los  un  días del mes de abril del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “PEREZ ANA MARIA C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES (DIRECCION GRAL. DE CULTURA Y EDUCACION) S/ NULIDAD DE RESOLUCION”, en trámite ante el Juzgado de primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -1168-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Juan De Santis y Gustavo Daniel Spacarotel.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

ANTECEDENTES

1. Contra la sentencia de primera instancia que hace lugar a la acción entablada, se alza la demandada e interpone recurso de apelación. 

2. Sustanciado el recurso y elevada la causa al tribunal, se declara la admisibilidad de aquél.

3. Remitidas posteriormente por el juzgado de origen las actuaciones administrativas correspondientes a la causa y habiendo quedado con la recepción de aquéllas en condiciones de resolver, en segunda instancia, corresponde plantear y votar la siguiente 

CUESTION:

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto?

VOTACION:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- 1. Cabe consignar que la contienda se produce a raíz del pedido de la actora de un traslado, en su condición de docente y en el marco del Movimiento Anual 2004/2005, desde el establecimiento en el que se desempeñaba –Jardín Nº 905- hacia otro del mismo distrito escolar -9 de Julio- seleccionando a ese fin y en el primer lugar de prioridades a la Escuela Media Nº 3, cercana a su domicilio, alegando razones de familia y de salud, en tanto el Jardín Nº 905 dista unos 4 o 5 kilómetros de su hogar.

La elección prioritaria, según la interesada, obedeció a que la Secretaría de Inspección del distrito citado, publicó la vacante “Media Nº 3” sin especificar que se trataba de “Media Nº 3” –extensión Patricios- ubicada en la localidad rural de ese nombre y distante unos 25 kilómetros de su domicilio.

Al asignársele ese destino se produce el conflicto pues la docente interpreta que la decisión administrativa no se ajusta a los antecedentes que sustentaban su petición y resulta por ende ilegítima, a diferencia de la postura sostenida por la demandada, en defensa de la validez de lo actuado.

2. Mediante la sentencia dictada por el juez de la causa, éste resuelve hacer lugar a la pretensión de anulación de la Resolución emanada de la Dirección General de Cultura y Educación con relación a la docente Ana María Pérez en ocasión de la implementación del Movimiento Anual Docente (MAD – 2004/2005) debiendo la autoridad administrativa dictar nuevo acto de acuerdo a las pautas expuestas en el pronunciamiento. Con costas en el orden causado.

Para así decidir, considera en primer término que la demanda se centra en que la administración, al resolver el pedido de traslado en el marco del MAD 2004/2005, se ha desentendido de los antecedentes de hecho y de derecho en que se fundó la solicitud por lo que el acto se halla viciado en la causa.

Puntualiza que la controversia gira en torno a si la docente –que escogió como primera prioridad la Escuela Media Nº 3- se encontraba fehacientemente anoticiada que la oferta de vacante publicada para ese establecimiento trataba de la “ extensión Patricios” –anexo de dicha Escuela Nº 3- emplazada en la localidad rural de Patricios (Partido de 9 de Julio) distante unos 25 kilómetros; o al menos, como argumenta la demandada, que la condición de docente con 16 años de ejercicio la colocaba en una situación que lleva razonablemente a considerar que ha debido conocer al momento de expresar su voluntad de traslado, que la oferta se refería a la  “extensión Patricios”. Agrega que se halla discutida la legitimidad del acto administrativo al que se le imputa vicio en la causa.

Del examen del expediente administrativo el a-quo concluye que la vacante de la Escuela Media Nº 3 fue ofrecida sin la aclaración de que podía tratarse del Anexo ubicado en la zona rural. Deja sentado que, asimismo, puede considerarse que la actora conocía que esa escuela contaba con la citada extensión, no obstante lo cual el acto dictado se revela irrazonable por haber prescindido de la consideración de los antecedentes de hecho y de derecho.

Lo entiende de ese modo en virtud de que la actora pidió el cambio de destino sobre la base de razones familiares y de salud explicando debidamente su necesidad de realizar sus tareas más cerca de su domicilio (fs. 5, exp. adm. cit.). De allí que la resolución administrativa no resulta ajustada al reclamo, al asignar un establecimiento más perjudicial (en planta rural a 22 km. del domicilio) que el que tenía hasta el momento (a 5 km del domicilio).

Por otra parte, refiere que el Estatuto Docente y las normas reglamentarias, autorizan la reubicación de los agentes, entre otras, por razones de unidad familiar y de salud (arts. 89, 90 y concs., ley 10.579 y arts. 89 del decreto reglamentario).

Estima asimismo afectado el elemento finalidad del acto, como el principio de razonabilidad y por ello, sumado a las restantes consideraciones, es que resuelve en el sentido ya mencionado, favorable a la pretensión actora.

3. La Fiscalía de Estado expresa agravios contra la sentencia sobre la base de los argumentos que siguen.

a) No realiza un adecuado encuadre legal y fáctico de la cuestión, aduciendo que el procedimiento se ajustó a la normativa aplicable (capítulos XI y XV de la ley 10.579 y Resolución 156/04) habiéndose hallado enmarcado en los principios que lo rigen, como el de publicidad.

Además, la actora consignó en las planillas respectivas –entre otras opciones- al colegio que luego rechazó, debiendo tenerse presente que la petición de traslado se completa bajo la figura de “declaración jurada”.

Por ende, el traslado fue otorgado a uno de los colegios expresamente elegido por la interesada.

b) Yerra el a-quo al imputar vicios en la causa y finalidad del acto, pues el movimiento de la docente se efectuó de acuerdo a su solicitud y a la normativa vigente.

c) Se extralimita el fallo al calificar la configuración de un vicio por desviación de poder, el que no ha sido probado al igual que la falta de razonabilidad.

d) La medida adoptada lleva a retrotraer decisiones ya tomadas en el MAD 2004/2005 incidiendo en situaciones jurídicas de docentes ajenas al proceso y en relación a un procedimiento concluido.

4. Al contestar agravios, la parte actora sostiene que la sentencia resulta ajustada a derecho, reiterando sus principales fundamentos y solicitando su confirmación.

5. Tras ser remitida la causa al Tribunal, se procede al examen y declaración de admisibilidad del recurso de apelación y luego el Juzgado de origen envía las actuaciones administrativas correspondientes a la litis, las que son recibidas en esta instancia quedando los autos en condiciones de resolver. 

II- Procede, pues, analizar los agravios planteados y decidir si resultan fundados.

Al respecto, anticipo que el recurso no puede prosperar.

Con arreglo a las constancias documentadas, se desprenden datos objetivos que brindan cobertura a la decisión del iudex y dejan desprovistas de eficacia a las críticas de la recurrente.

1. En primer término, es preciso señalar lo pertinente al marco legal aplicable en la materia sobre la que versa el caso. 

Entre los principios esenciales que lo informan, cabe destacar que la distribución de los cargos vacantes tiene como mayor porcentaje y primera prioridad en los movimientos anuales docentes a las razones de unidad familiar y de salud dentro del distrito (art. 55, 89 a 92 y concs., ley 10.579 y sus reformas). En particular, en ningún caso el traslado podrá afectar la unidad familiar  (art. 89 cit.; conc. art. 89 decreto 2.485/92) regla que contribuye a dar respaldo a la exégesis que provee la sentencia de primera instancia, favorable a la pretensión actora.

A su vez, de la Disposición Nº 156/04 vigente para el Movimiento Anual Docente del período de marras se desprende tanto la posibilidad de sustentar la solicitud en razones de unidad familiar, salud y concentración, cuanto el deber de difusión y la  responsabilidad al respecto, de las instancias correspondientes de las Ramas de la Educación, tales como el personal directivo y otras autoridades (Anexo I) (fs. 73/84 de la causa). La publicidad, por otra parte, es pauta vigente en materia de traslados docentes (art. 48, ley 10.579)

Las motivaciones jurídicas del pedido de traslado o reubicación, que, sin perjuicio de los extremos a satisfacer, el juez de la causa correctamente encuadra entre los derechos de los docentes, encuentra asimismo amparo en las normas constitucionales (art. 36 incs. 1º y 8º, Const. Prov.).

Cabe precisar que el Estatuto Docente (ley 10.579) establece en el artículo 7, entre otros derechos del personal docente titular, la estabilidad en el cargo, categoría, jerarquía y ubicación o destino -inc. a)-, el traslado de acuerdo con las condiciones establecidas en el presente estatuto -inc. c)-, el acceso a la publicidad entre otros eventos docentes, en materia de traslados –conf. inc. f)-, como la vista de toda actuación en la que sea parte interesada, con las limitaciones que establece el presente estatuto y su reglamentación y leyes aplicables –inc. g)-, la defensa de sus derechos mediante las acciones y recursos que este estatuto y demás normas legales establezcan –inc. h)- y la consideración, por parte de las autoridades, de los problemas que afecten la unidad familiar –inc. k)-.

2. Entrando a considerar las críticas que el recurso contiene, procede analizar la impugnación elaborada sobre la base que la actora conocía o razonablemente debía conocer que el destino escogido al completar el formulario del MAD (fs. 3 exp. adm. Nº 5805-013495/1) se refería a la plaza vacante en la extensión del establecimiento escolar distante 22 kilómetros de su residencia. 

Adelanto que lo juzgo carente de respaldo probatorio, básicamente porque la difusión, conforme la normativa dictada para este procedimiento, es responsabilidad de la autoridad administrativa que efectúa la convocatoria y no surge que la hubiese cumplimentado con exactitud.

En efecto, del expediente administrativo no se desprende que la publicación del MAD para el ciclo 2004/2005 contuviese la consigna, sin espacio de dudas para los docentes destinatarios de aquélla, en el sentido que la oferta de vacante se refería a la extensión del establecimiento en la zona rural. Esa omisión no se encuentra revertida por alegación ni prueba alguna de la parte demandada (doc. art. 375, CPCC; art. 77, CCA), quien estructura su defensa a partir del deber de la actora de hallarse impuesta de aquella circunstancia, en su condición de docente con experiencia en el distrito, o bien, de haber contado con los elementos suficientes para ello.

Tal inferencia que se realiza en razón de un desempeño de 16 años, en el mejor de los supuestos para la recurrente, configura un indicio que no arroja convicción decisiva, ante la compulsa del expediente administrativo que permite obtener una conclusión diferente (doc. art. 166 inc. 5º, CPCC y art. 77, CCA).

3. Tampoco deviene acertado que se asegure que la docente tenía razón suficiente del real destino, para luego endilgarle intenciones que no serían compatibles con su actual situación, como que se habría frustrado la generación de un nuevo puesto, verdadero motivo de la selección que efectuara. 

Las presunciones de si la actora no obró con toda la diligencia que podía esperarse en virtud de su aquilatada carrera o bien que su propósito era acceder a una plaza que eventualmente podía quedar disponible en el movimiento anual, pero que no se hallaba aún en este estado, son hipótesis que carecen de consistencia suficiente en su cotejo con los datos que surgen de las constancias administrativas.

A mayor abundamiento, ello no dispensa la correcta y fidedigna información acerca de las ofertas que integran el MAD que pesa sobre el Estado, que, en este caso ha omitido la precisión de un aspecto relevante y hasta decisivo en la elección de la vacante (en tal sent. Disposición Nº 156/04 cit.).

4. El resultado obtenido siguiendo el criterio de la administración no es aceptable pues no guarda proporción con las finalidades del movimiento docente ni con las circunstancias que motivaran el pedido de la actora.

Tal como señala el iudex no parece razonable entonces la ratio teleológica del acto impugnado con la finalidad de la norma al disponer un traslado que desmejora la situación de la actora, tanto en relación a la finalidad de protección de la unidad familiar como así también en relación a su salud, al no reducir la distancia del lugar de prestación de empleo docente –peticionada a un establecimiento educativo en el radio céntrico próximo al asiento de su vivienda familiar- sino por el contrario al empeorarla al disponer la prestación del mismo a más de 20 km de distancia de su domicilio.

5. En relación a los hechos mencionados cabe especificar que las aseveraciones acerca de la distinta intencionalidad que le atribuye la Secretaria de Inspección a la declaración jurada de la docente (fs. 2 exp. 5805-013495/1) no se condicen con los términos expresos del reclamo de la interesada (fs. 5). En este punto, procede señalar que junto al formulario de fojas 3/3vta. , donde la actora establece, al pedir el traslado, el orden de prioridades ubicando en primer término a la Escuela Media Nº 203 del distrito, obra en el expediente el reclamo de fojas 5 con la expresión de las razones –familiares y de salud- que fundamentan el movimiento solicitado, donde se destaca el pedido de asignación de un destino más cercano al domicilio particular que el que ocupaba entonces (4/5 kmts.), amén de otras constancias acompañadas al reclamo (fs. 6 y sigts.).

Tampoco existe evidencia en el sentido alegado por la demandada referente a que la publicación de la oferta no podía sino referirse a la extensión Patricios de la Escuela por ser el único sitio donde existía una vacante efectiva.

Tales elementos contribuyen al déficit de la actividad administrativa sometida a juzgamiento.

6. A ello se añade la falta de congruencia que exhibe la resolución emanada del Tribunal de Clasificación ante el reclamo interpuesto por la docente con respecto al lugar del traslado dispuesto, en tanto al ratificar lo actuado en tal sentido se basa en el inc. II de la Disposición Nº 156/04 que establece que ese Tribunal no hará lugar a reclamos al M.A.D. fundamentados en situaciones de incompatibilidad horaria que se generen como consecuencia del destino asignado conforme al pedido (fs. 9, exp. adm. cit.).

Es evidente que el motivo esgrimido para el rechazo era ajeno al cuestionamiento del traslado formulado por la actora, como lo adujo la interesada al interponer recurso de revocatoria, donde recuerda que posee un solo cargo por lo que mal puede generarse tal incompatibilidad, amén de señalar que no fue esa la causa de su reclamo e impugnación, sino la distancia (conf. recurso de revocatoria de fs. 10/10 vta.).

Tanto más si se pone de relieve que por Secretaría de Inspección, se procuró aclarar la resolución  de dicho Tribunal, en el sentido que incompatibilidad horaria era comprensiva de la incidencia que se le podrían producir en la estructura de su vida privada y no con respecto a otro cargo (fs. 24, exp. 5800-012646/0), expresiones que no resultan verosímiles ni provienen de la misma autoridad llamada a decidir acerca de la impugnación, tal como otra vez lo puso de manifiesto, en forma adecuada, la recurrente (fs. 25 del exp. cit.; arts. 47 inc. II f), 49, 157 y concs., ley 10.579 y arts. 1, 89, 90 y concs., decreto ley 7647/70).

Finalmente, a fojas 11 del expediente 5805-913495, en fotocopia poco legible, obra la constancia del rechazo del recurso de revocatoria, motivado en la elección de la docente del destino otorgado, expresión insuficiente no sólo por el apartamiento que exhibe respecto de los antecedentes sino también por la ausencia de ponderación de las alegaciones que sustentaran la impugnación amén de hallarse desprovisto de sustento jurídico. De tal modo se incurre en vulneración de la preceptiva legal en tanto el artículo 162 del Estatuto Docente prescribe que todo acto administrativo mediante el cuál se resuelva un recurso deberá ser motivado y contendrá una relación de hecho y fundamento de derecho.

Los informes glosados a fojas 33/35 de las actuaciones administrativas citadas, dan cuenta de la reseña de los antecedentes, evaluándolos en sentido contrario a la pretensión de la interesada.

En particular, el hecho que el establecimiento educativo conjuntamente con el Anexo rural sea considerado como una unidad a los efectos estatutarios –entre ellos el M.A.D.-, no alcanza para privar de razón a la posición que defiende la actora, toda vez que aún así, su reclamo claramente dirigido a obtener un puesto más cercano a su domicilio despejaba toda duda que pudiese existir en torno a la elección de la Escuela consignada en la planilla respectiva, referida al establecimiento y no a un anexo alejado a una distancia muy superior a la del Jardín de Infantes donde prestaba servicios.

7. Tal suma de imperfecciones y desajustes denotan que, efectivamente, la resolución que asigna el destino como la ulterior que la confirma se encuentra viciada en la causa, pues no se corresponde con los antecedentes de hecho y de derecho, tal como se desprende del examen realizado que, en lo sustancial, coincide con el que provee el juez de grado y sin perjuicio del déficit en la propia motivación de las resoluciones enjuiciadas que ha quedado comprobado, tal como ha sido ya analizado –res. de fs. 9 del exp. adm. cit.- (doc. arts. 103, 108 y concs., decreto-ley 7647/70; ver arts. 156 a 165, especialmente 162, ley 10.579).

Cabe tener presente que el vicio en la causa, elemento esencial del acto administrativo, se configura, precisamente, cuando éste se desentiende o no guarda congruencia con los antecedentes de hecho y de derecho que justifican su emanación, tal como sucede en este caso, en el que se basa en circunstancias insuficientemente comprobadas y donde la expresión de los motivos y su pretendido encuadre normativo –incompatibilidad horaria- carece de relación con la plataforma fáctica y jurídica. El principio de razón suficiente que ha de justificar la causa se encuentra vulnerado; como expresa Fiorini al aludir a ese vicio del acto administrativo, la necesaria vinculación lógica entre los distintos elementos concurrentes se realiza en forma irregular, y el resultado no responde a la realidad…La razón suficiente es una exigencia lógica de lo que debe ser verdad (Derecho Administrativo, Segunda edición actualizada, año 1976, Tomo I, pág. 497 y sigts.).

En similar orientación puede citarse la doctrina de la Suprema Corte de Justicia, en tanto destaca que adolece de vicio en la causa, entre otros supuestos, el acto que valora incorrectamente los antecedentes de hecho, lo que lo torna inválido (doc. causa B. 54.216, “Tellechea”, sent. del 5-7-96; entre otras).

8. Cabe añadir que, aunque referido a otros ordenamientos legales, el Alto Tribunal tiene dicho que el traslado de un agente público aún cuando integre el ámbito de ponderación discrecional de la administración, debe obedecer a una adecuada fundamentación de la que resulten debidamente justificadas las razones de servicio; recordando asimismo que la motivación de los actos de la autoridad se impone con mayor razón en materia de tales facultades para evitar que se desvirtúen los principios republicanos, los derechos de los particulares afectados y la revisión judicial de la legitimidad y razonabilidad de tales actos (doc. causa B-50.664, “González Menéndez”, sent. del 27-9-1988). 

De allí que, con la salvedad de las diferentes particularidades de cada litis, no es aceptable el argumento sostenido por la demandada, en este caso, en tanto por un lado se vale de la expresión de voluntad que atribuye a la docente (consignada en el formulario con efectos de declaración jurada) pero que difiere de la información proveída por la autoridad administrativa y no se condice con la real y expresa manifestación efectuada y, por el otro, expone como sustento una pauta de incompatibilidad horaria  que carece de correspondencia con los antecedentes; amén de que no evalúa las razones de unidad familiar y de salud que fueran invocadas, tal como debiera haber realizado, de conformidad al Estatuto docente (conf. art. 47 inc. II f).

Bajo estos parámetros cabe concluir que el cuestionado cambio de destino, en suma, no se corresponde con el reclamo. Por ello, tampoco resulta admisible el argumento relativo a que el traslado tuvo su origen a instancia de la propia docente. 

9. De lo expuesto resulta que las afectaciones a la validez del acto de traslado, provienen a un mismo tiempo del vicio en la causa y en la motivación.

Ello así por cuanto, cabe reiterar que el artículo 162 del Estatuto Docente establece específicas exigencias en torno a la motivación y causa de los actos administrativos que decidan sobre impugnaciones planteadas por los docentes, exigencia que pesa asimismo en torno a la resolución del propio traslado, como de toda otra que se refiera a derechos de los interesados (conf. arts. 103, 108 y concs., decreto ley 7647/70).

El déficit en la expresión de fundamentos de la decisión, conforme se viene desarrollando, determina la  nulidad de la medida controvertida por la actora (conf. normas cits.). 

Ello, ha dicho la Corte provincial, toda vez que cuando el acto luce infundado, malinterpreta o desvirtúa los motivos determinantes comprobados o aducidos, entonces, procede el control anulatorio de la actuación administrativa (conf. causas B. 49.271, "Fernández", sent. del 29-IX-1987; B. 50.218, "Pereyra", sent. del 28-II-1995; B. 53.483, "Gómez", sent. del 6-VIII-1996; B. 55.191, "Espilman", sent. del 16-XII-1997; B. 62.308, "Clemeno", sent. del 3-XII-2003; entre otras).

Es que, además de la normativa especial aplicable al caso (art. 162, ley 10579, cit.), la obligación de motivar el acto administrativo se impone por las razones ya consignadas que exigen a la Administración dar cuenta de sus actos, en aras de resguardar el principio republicano y los derechos de los particulares (en sent. conc. doc. causas B. 49.238, "Salanueva", sent. del 13-XI-1984; B. 48.482, "Salinas", sent. del 30-VI-1987, "Acuerdos y Sentencias": 1987-II-604; B. 50.192, "D'Gregorio Hnos.", sent. del 7-VI-1988, "Acuerdos y Sentencias": 1988-II-392; B. 50.664, "González Menéndez", sent. del 27-IX-1988, "Acuerdos y Sentencias": 1988-III-601; B. 48.689, "Mendoza", sent. del 31-VII-1990, "Acuerdos y Sentencias": 1990-II-789; B. 50.218, "Pereyra", sent. del 28-II-1995, "Acuerdos y Sentencias": 1995-I-172; B. 53.483, "Gómez", sent. del 6-VIII-1996; B. 54.506, "Romero", sent. del 13-V-1997; B. 51.646, "Viera", sent. del 2-XII-1997, entre muchas otras).

Tales principios han sido aplicados por la Suprema Corte local en materia de traslados dispuestos en el marco de relaciones de empleo público, censurando el Alto Tribunal la falta de fundamentación adecuada de las razones justificantes de los recaudos exigidos para legitimar esas medidas, en los diferentes regímenes normativos de aplicación (causas B-50.664, “González Menéndez”, cit.; B-59.134, "Sacomani", sent. de 8-6-05; B-60.104, "Delledonne”, sent. del 29-8-07).

La exigencia de motivación aparece como una necesidad tendiente a la observancia del principio de legalidad en la actuación de los órganos estatales y desde el punto de vista del particular o administrado traduce una pretensión fundada en la idea de una mayor protección de los derechos individuales, ya que de su cumplimiento depende que el administrado pueda conocer de una manera efectiva y expresa los antecedentes y razones que justifiquen el dictado del acto (conf. fallos cits. y Marienhoff, Miguel S., "Tratado de Derecho Administrativo", t. II, pág. 332; Fiorini, Bartolomé, "Derecho Administrativo", t. I, pág. 421/4; Gordillo, Agustín, "Tratado de derecho administrativo", t. III, X6; Escola, Héctor Jorge, "Compendio de derecho administrativo", v. I, núm. 185; Hutchinson, Tomás, "Ley nacional de procedimiento administrativo", t. I, pág. 159). En reiterados pronunciamientos, la Suprema Corte ha mantenido esa posición en aras de las finalidades de publicidad y defensa (en tal sent. ver "Acuerdos y Sentencias", t. 1970-II-456; t. 1971-I-216; t. 1971-II-199; B. 48.417, sent. del 8-XI-1984; B. 49.238, sent. del 13-XI-1984; B. 50.664, sent. 27-IX-1988; B. 54.506, sent. del 13-V-1997, entre otras).

10. Cabe pues concluir que los actos enjuiciados adolecen de vicios patentes y graves en la causa y en la motivación que acarrean su declaración de invalidez (conf. arts. 162 y concs., ley 10.579 y 103, 108 y concs., decreto ley 7647/70; en sent. conc. doc. SCBA causas B. 50.218, sent. del 28-II-1995; B. 54.506, sent. 13-V-1997). 

En esas condiciones, tratándose como se ha consignado de elementos esenciales del acto administrativo (conf. principio general plasmado en el art. 7 decreto, ley 19.549), ello basta para adoptar la solución del caso, sin necesidad del abordaje del vicio en el objeto que también pone al descubierto la sentencia.

En virtud de tales consideraciones, la alegación de la recurrente referida a la regularidad del procedimiento no es eficaz, pues el iudex encontró configurado el defecto en otros elementos de las controvertidas resoluciones administrativas, antes que en el íter adjetivo que debe precederlas.

11. A ello se ha de agregar lo pertinente a dos razones que esgrime la recurrente y que, como se verá, no alcanzan para convalidar lo resuelto por la administración.

Una de ellas es que la cuestión gira en torno a un movimiento anual agotado y que la sentencia acarrea efectos y dificultades en la situación adquirida por otros agentes. 

En ese orden, invoca la inexistencia de vacante en el Jardín Nº 901 desde donde la actora pidió su nuevo destino.

Ni uno ni otro argumento son eficaces a la defensa de la apelante.

De un lado, no habiéndose formulado ningún pedimento de las partes que permita visualizar extinguida la controversia o inoficioso todo pronunciamiento acerca de la litis, se advierte que el transcurso del período anual respectivo por sí no la coloca en dicho estado, consumado ya al tiempo de dictarse la sentencia, habida cuenta que se hace necesario dar certeza a la situación jurídica que la motiva.

Los inconvenientes alegados por la demandada, en orden a los efectos del pronunciamiento, no son sino meras alegaciones genéricas, sin consistencia alguna que demuestre un grado de afectación al interés público que requiera de otras consideraciones adicionales. En ese sentido, la cobertura de vacantes del establecimiento de origen por otras docentes titulares que se informa a fs. 33 vta y 35 del expediente administrativo citado, se limita a expresar aquella circunstancia sin brindarle ningún tipo de connotación, más que la afirmación de tratarse de un dato relevante. Por lo tanto, desde esta perspectiva cabe concluir que las razones del servicio aducidas para resistir la pretensión actora, en esta instancia, no se encuentran debidamente justificadas.

La posición en que quedara la actora en el citado movimiento (docente de la extensión rural de la Escuela Media Nº 3 del Distrito 9 de Julio), por ende, no puede considerarse consolidada si la ha cuestionado con fundamentos atendibles y no se han podido comprobar los extremos invocados por la administración para mantenerla.

12. Por último, cabe añadir que el iudex no avanzó respecto de los límites de su jurisdicción, pues nada dispuso acerca del destino correspondiente a la actora, circunscribiendo adecuadamente el mandato judicial a dejar sin efecto el acto impugnado ordenando que la autoridad emita uno nuevo con arreglo a derecho, en cuanto al punto discutido.

En estas condiciones, analizado el fondo del asunto a la luz de las alegaciones de la recurrente, juzgo que procede rechazar la apelación y por consiguiente, confirmar en cuanto ha sido motivo de agravio, el pronunciamiento (arts. 12, inc. 2, 50, 55 a 58 y concs., CCA).

Con costas de la instancia en el orden causado (art. 51, CCA).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, los Dres. De Santis y Spacarotel adhieren a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, votando en idéntico sentido.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza el recurso de apelación interpuesto en autos y se confirma el pronunciamiento impugnado en cuanto ha sido motivo de agravio, (arts. 12 inc. 2º, 50, 55 a 58 y concs., CCA).

Costas de la instancia en el orden causado (art. 51, CCA).

Por su actuación profesional en segunda instancia, regúlanse los honorarios de los letrados, Dres. Ricardo Rossello y Oscar Jorge Aguirre, en las sumas de pesos cuatrocientos noventa y cinco ($ 495,00) y pesos doscientos sesenta ($ 260,00), respectivamente, cantidades a las que se deberá adicionar el 10% (arts. 12 inc. a y 16, ley 6716 y modif.; 10, 15, 31, 49, 54, 57 y concs., dec-ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo  Juan De Santis. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 133 (S).

